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l. Introducción 
La ley 44/1978, de 8 de septiembre, del impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas, primero, y la ley 34/1980, de 21 de junio de reforma del procedi-
miento tributario después, pusieron fin a un sistema tributario de más de veinte 
años de vigencia basado en la estimación global de bases imponibles y conve-
nios con grupos de contribuyentes. El nuevo sistema, que generalizaba en nues-
tro ordenamiento tributario la estimación directa de las bases imponibles, era, 
obviamente, una exigencia lógica de la consagración de los impuestos persona-
les sobre la renta y de los principios de justicia tributaria que inminentemente 
iba a proclamar el artículo 31 de la Constitución. (1) 
No obstante, la beligerancia del nuevo sistema por la estimación directa de 
las bases imponibles no impidió el recurso a métodos de estimación objetiva 
para la determinación y gravamen de la renta de pequeños y medianos empre-
sarios y profesionales. La nueva estimación objetiva, llamada singular no sólo 
para diferenciarla de las antiguas estimaciones globales sino porque efectiva-
mente determinaba bases imponibles individuales, se instaura como un método 
alternativo basado en los sistemas de "forfait" en los cuales, junto a datos cier-
tos y reales declarados por el contribuyente, aparecen otros predeterminados 
normativamente. 
Pasados los años, el sistema de la Estimación Objetiva Singular, sobre todo 
en la modalidad simplificada, empieza a presentar graves inconvenientes tanto 
por el alejamiento de las bases imponibles reales como por el nivel de fraude 
que se alcanza con tal sistema. (2) 
Ante tal situación, la ley 18/1991 de 6 de junio del impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas, pretende realizar una reforma "trascendente" -en térmi-
nos de su exposición de motivos- de la tributación de las actividades empresa-
riales y profesionales. 
(1) La doctrina tributaria española había venido denunciando durante años los defectos de 
técnica tributaria y de justicia que propiciaba el anterior sistema instaurado por la Ley de 26 de di-
ciembre de 1957 y generalizado por la ley de 11 de junio de 1964, elaborando con ocasión de tal 
crítica los más brillantes estudios sobre los métodos de determinación de las bases imponibles. 
Entre ellos: CORTÉS DOMÍNGUEZ, M.: "La estimación objetiva". RDFHP n.o 54, 1964, p. 429 y 
ss.; SAINZ DE BUJANDA, F.: "Los métodos de determinación de las bases imponibles y su proyec-
ción sobre la estructura del sistema tributario". Hacienda y Derecho, T. VI, IEP, 1973, p. 189 y ss.; 
PALAO TABOADA, C.: "La Estimación Objetiva Singular". CREOF n.o 2, 1974, p. 373 y ss. 
Es sorprendente cómo más de veinticinco años después las obras de los citados autores reco-
bran una inusitada actualidad, ya que con ligeras variantes su doctrina podría aplicarse a la situa-
ción de nuestro sistema tributario vigente. 
(2) En 1989, frente a 7.845.566 declarantes de rendimientos del trabajo con un rendimiento 
medio de trabajo declarado de 1.706.252, aparecen 1.421.936 declarantes de actividades empre-
sariales con un rendimiento medio de 1.018.297. Memoria de la Administración Tributaria 1990. 
Ministerio de Economía y Hacienda, Secretaría de Estado de Hacienda, Madrid, 1991. 
En primer lugar, la nueva ley pretende homogeneizar la tributación empre-
sarial, con independencia de la forma jurídica que adopte el empresario, a tra-
vés de: la remisión expresa a la regulación del Impuesto sobre Sociedades para 
la determinación del rendimiento neto de estas actividades; la integración en 
dicho rendimiento de los incrementos y disminuciones de patrimonio que ten-
gan lugar por la transmisión de elementos del patrimonio afecto a la actividad 
empresarial y, por último, la tributación de estos incrementos a un tipo máximo 
al existente en el Impuesto sobre Sociedades. 
Pero frente a esta medida que, en mi opinión, proporciona una mayor neu-
tralidad a la imposición sobre la renta y fomenta el tratamiento igualitario entre 
el empresario individual y el social (3), la ley del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas establece en los artículos 68 y 69 un método objetivo de deter-
minación de la base imponible para los rendimientos de las pequeñas y media-
nas empresas y profesionales cuya concreción y regulación específica remite a 
las normas reglamentarias. El Reglamento dellinpuesto ha establecido dos mo-
dalidades de estimación objetiva: la estimación objetiva por coeficientes que, 
con ligeras variantes, reproduce la estimación objetiva singular normal, y la es-
timación objetiva por signos índices o módulos que representa la auténtica re-
forma en la determinación de los rendimientos empresariales. 
Pero, además, el sistema no queda aislado en el Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas, sino que si lo comparamos con el régimen simplificado del 
Impuesto sobre el Valor Añadido y con el Impuesto sobre Actividades Económi-
cas, encontramos una clara preeminencia de los métodos objetivos en la deter-
minación de las cuotas tributarias de los pequeños y medianos empresarios. 
Con ocasión de estas reformas introducidas en nuestro ordenamiento tribu-
tario, es conveniente plantear de nuevo los conceptos generales del Derecho 
Tributario y la adecuación de estas normas a los principios de justicia en mate-
ria tributaria, ampliamente desarrollados en la actualidad tanto por la doctrina 
como por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 
Me parece oportuno, por tanto, el análisis de los métodos objetivos de de-
terminación de la base imponible en el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas a la luz de los principios constitucionales de legalidad en materia tribu-
taria, capacidad contributiva, igualdad y seguridad jurídica, precedido su estu-
dio del repaso, aunque sea breve, de determinados conceptos que nos permitan 
descubrir la verdadera naturaleza jurídica del nuevo sistema. 
(3) Hay que tener en cuenta, sin embargo, que esta tendencia uniformizadora en el régimen 
tributario de la actividad empresarial requiere un estudio más pormenorizado, habida cuenta de 
que la limitación de la responsabilidad con la que actúan las sociedades y la doble imposición a la 
que se've sometido el beneficio empresarial obtenido a través de las mismas puede poner en cues-
tión este tratamiento igualitario. 
11. La estimación objetiva y los métodos de 
determinación de la base imponible 
La Ley General Tributaria establece en el artículo 47 los regímenes de deter-
minación de la base imponible a los que se adecuarán las leyes propias de cada 
tributo. Lejos, no obstante, de representar un marco general de referencia para 
el legislador, el artículo 47 ha sufrido diferentes reformas para dar cabida en el 
mismo a los métodos establecidos en las leyes posteriores. 
La Ley 10/1985 de 26 de abril, no sólo actualizó el citado precepto -que en 
parte ya había quedado derogado por la Ley 34/1980 de 21 de junio de reforma 
del procedimiento tributario al suprimir los Jurados tributarios y establecer el ré-
gimen de estimación indirecta- sino que añadió el calificativo de singular a la 
estimación objetiva, eliminando al mismo tiempo cualquier referencia a las esti-
maciones objetivas globales -igualmente derogadas- tal como establecía el ar-
tículo 49 en su primitiva redacción. La modificación del artículo 49, no obstan-
te, arrastró la propia definición de estimación objetiva, limitándose desde 
entonces el precepto a establecer que tal régimen tendría carácter voluntario. 
La disposición adicional cuarta de la ley 18/1991 vuelve a modificar el ar-
tículo 47 de la Ley General Tributaria para suprimir esta vez el calificativo de 
singular de la estimación objetiva y adoptar la misma denominación que la 
nueva estimación objetiva tiene en el actual Impuesto sobre la Renta. 
En principio este cambio de denominación podía interpretarse como con-
gruente con el sistema tributario vigente, en el sentido de que tal calificativo re-
sultaba en el momento presente superfluo, ya que el único tipo de estimación 
objetiva posible en nuestro ordenamiento es aquel que sirva para determinar 
bases imponibles individuales. 
Sin embargo, el desarrollo reglamentario que se ha hecho de la estimación 
objetiva, sobre todo en la modalidad de signos índices y módulos, puede hacer 
temer que la supresión del calificativo "singular" sirva para dar cabida en el fu-
turo a otro tipo de estimación objetiva (4). Esta hipótesis no deriva tanto de la 
(4) En este sentido MARTÍN QUERALT ha manifestado que: "Habrá que estar pendientes de la 
evolución normativa, no vaya a ser que el régimen referido se aplique no sólo para determinar las 
bases imponibles singulares de los distintos contribuyentes, sino al mismo tiempo se utilice como 
expediente para determinar las bases imponibles globales correspondientes a determinados secto-
res económicos, en cuyo caso estaríamos en presencia de un retorno a métodos de determinación 
de bases imponibles que creíamos absolutamente superados y que en el pasado tuvieron épocas 
de un esplendor sólo comparable a la tosquedad de métodos empleados por la Administración 
para determinar las capacidades económicas sujetas a gravamen. ¡Volverán las Evaluaciones Glo-
bales y los Convenios Fiscales con Agrupaciones de Contribuyentes? Ello sería absolutamente ina-
prehensible por un ordenamiento jurídico marcado por pautas impuestas por el constituyente". En 
FERREIRO LAPATZNMARTÍN QUERALT/CLAVIJO HERNÁNDEZ/PÉREZ ROYO/TEJERIZO LÓPEZ: 
Curso de Derecho Tributario. Parte especial, Marcial Pons, Madrid, 1993, p. 132. 
regulación concreta que se ha hecho de la estimación objetiva, como de la po-
sibilidad que ofrece el artículo 69.2 de la Ley cuando establece que "Reglamen-
tariamente podrá regularse la aplicación, para actividades o sectores concretos, 
de sistemas de estimación objetiva en virtud de los cuales se establezcan, previa 
aceptación por los sujetos pasivos, cifras individualizadas de rendimientos netos 
para varios períodos impositivos". 
En cualquier caso, la ley del impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
acoge los tres regímenes de determinación de la base imponible previstos por la 
Ley General Tributaria. 
Según la definición que hizo SAINZ DE BUJANDA y que luego fue seguida 
con unos u otros matices por la doctrina posterior, "lo esencial en el concepto 
de determinación directa es que lo que se persigue con ella (cualesquiera que 
sean los medios empleados) es certidumbre sobre la realización del hecho im-
ponible y sobre las dimensiones del elemento material de ese hecho que la ley 
haya asumido como base imponible. El calificativo de directa se emplea para 
destacar que el conocimiento que se persigue no se obtiene a través de índices 
o de presunciones, sino de modo inmediato. Esto es, tomando posesión de los 
datos en los que se exprese la constitución de la base y que permitan, consi-
guientemente, efectuar una auténtica evaluación de aquélla" (5). En cambio, el 
método estimativo u objetivo consiste en calcular la base imponible presuntiva-
mente mediante el empleo de índices, esto es, de signos objetivos o de presun-
ciones. Según PALAO TABOADA "Desde el punto de vista jurídico, por consi-
guiente, lo único que permite distinguir el'método objetivo' del'directo', si se 
refieren estas expresiones a las técnicas legislativas es la utilización en el prime-
ro de ellos del mecanismo de la ficción". (6) 
Lo que ocurre es que en el momento actual no suelen encontrarse ninguno 
de estos sistemas en estado puro, reservándose el calificativo de directo u obje-
tivo según que el método que se utilice sea preferentemente uno u otro. Así, en 
la propia estimación directa de la base imponible en el impuesto sobre la renta, 
las normas fijan porcentajes de gastos deducibles que no se extraen de los datos 
reales (el cinco por ciento de gasto deducible en los rendimientos de trabajo, la 
reducción de 25.000 ptas. de los rendimientos del capital mobiliario, el uno por 
ciento de los rendimientos íntegros de actividades profesionales) o incluso esta-
Del mismo modo, ARIAS VELASCO ha mantenido que "No suena a disparate pensar en la 
evaluación global como 'método'. Hoy las ciencias adelantan que es una barbaridad y la situación 
actual de la econometría y la estadística -junto con las posibilidades de almacenamiento y trata-
miento de información que brinda la informática- permitirían probablemente superar las limitacio-
nes que estrangularon la evolución de las evaluaciones globales en su día". En Comentarios a la 
Ley General Tributaria y líneas para su reforma, V. l. IEF, Madrid, 1991, p. 811. 
(5) SAINZ DE BUJANDA, F: "Los métodos de determinación de la base imponible". Ob. cit. 
pp. 211-212. 
(6) PALAO TABOADA, C.: "La estimación objetiva singular", CREDF n.o 2, 197 4, p. 376. 
blecen verdaderas ficciones (el dos por ciento del valor de los bienes inmuebles 
no cedidos para determinar el rendimiento del capital inmobiliario). (7) 
Del mismo modo, se utiliza la denominación de estimación objetiva para la 
aplicada por coeficientes, cuando pocas diferencias existen en el aspecto mate-
rial entre este sistema y el de la estimación directa (los porcentajes de gastos de-
ducibles realmente sólo vienen a compensar las amortizaciones y las provisio-
nes, las cuales a su vez también se cuantifican en la estimación directa de 
modo objetivo). (8) 
Frente al carácter híbrido de estos dos métodos, el único sistema puro de 
estimación que encontramos es el de la estimación objetiva por signos, índices 
o módulos, en el cual todos los elementos para la fijación de la base imponible 
están predeterminados por la norma y son siempre externos a los datos que de-
terminan la renta real o cierta del contribuyente. 
En definitiva, no existen tres métodos de determinación de la base imponi-
ble en el Impuesto sobre la Renta. El único método para determinar la base im-
ponible en su conjunto es la estimación directa. Y ello, porque la base imponi-
ble no comprende sólo los rendimientos empresariales y profesionales sino que, 
como magnitud constituida por el importe de la renta en el período de la impo-
sición, ha de comprender la cuantificación de los rendimientos de trabajo, del 
capital, los incrementos de patrimonio e imputaciones de bases imponibles po-
sitivas de sociedades en régimen de transparencia fiscal. 
De tal manera que los métodos de estimación objetiva lo son exclusivamen-
te de un componente de la misma: los rendimientos empresariales y profesiona-
les; y ni siquiera de la totalidad de los mismos sino de aquellos obtenidos por 
los sujetos pasivos que se encuentren en las condiciones determinadas por las 
normas. Con lo cual en la mayoría de los casos, por no decir en todos, concu-
rrirán con métodos de estimación directa en el resto de la cuantificación de la 
base imponible. 
Esta regulación favorece aún más la fragmentación del impuesto que, lejos 
de acercarse a la concepción de un impuesto sintético y global sobre la renta, 
se convierte en la suma del gravamen de rendimientos de diferente naturaleza, 
cuantificados por diferentes métodos cuyo único nexo de unión es la atribución 
a una persona física en virtud de normas específicas jurídico-tributarias, ya que 
ni siquiera la titularidad de la renta respeta en todos los casos las normas de de-
recho común en la materia. (9) 
(7) Ver arts. 28.2, 34 b), 39.3, 42.2 b) de la Ley dellRPF. 
(8) Ver art. 30 del Reglamento dellRPF. 
(9) En este sentido, GARCÍA AÑOVEROS expresa gráficamente esta situación: "La unidad del 
impuesto inicial ha terminado por explotar al final de un camino de fragmentación que, quién 
sabe, quizá no ha llegado al límite. Este impuesto es, en realidad, muchos, que tampoco van autó-
nomos, sino que se unen y separan, en su desarrollo y aplicación, no diré de una manera capricho-
Por lo tanto, podemos definir la estimación objetiva en el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas como un régimen de determinación de un compo-
nente de la renta obtenida por ciertos sujetos pasivos, caracterizado por la utili-
zación de medios externos a la propia configuración del rendimiento y que 
aparecen fijados normativamente. 
Consideramos a la estimación objetiva como un régimen jurídico, porque 
está constituido por un conjunto de normas que establecen los medios de cuan-
tificación, en sentido estricto, del rendimiento, junto a otras que afectan al pro-
cedimiento de gestión tanto por el establecimiento de un régimen especial de 
deberes tributarios, como por la utilización de unos medios específicos de com-
probación para los sujetos sometidos a este régimen. (1 O) 
La estimación objetiva es un método de determinación. Se distingue entre 
determinación y estimación reservando el primer término para el método direc-
to y el segundo para el objetivo o indiciario, aludiendo evidentemente la distin-
ción a la mayor o menor exactitud en la medición de la base imponible. Según 
SAINZ DE BUJANDA "la estimación surge precisamente en el instante en que, 
sea cual fuere la causa, no se considera posible determinar la base. Entonces el 
legislador autoriza que, en vez de la base definida por las normas, se determine 
o mida 'algo distinto a ella'. No se trata, pues, de una mera diferencia cuantita-
tiva, esto es, de que la 'cifra' que por una u otra vía se obtiene sea distinta, per-
maneciendo idéntico lo que se mide, sino de una diferenciación cualitativa, es 
sa, como los distintos brazos de un río, pero sí de modo que no siempre es fácil descubrir el hilo 
conductor. 
Así, hay un impuesto sobre salarios, varios sobre rentas del capital, según sea inmobiliario o 
mobiliario, un impuesto empresarial con todos sus aditamentos, un impuesto indiciario para lama-
yoría de empresarios y profesionales, un impuesto sobre plusvalías no empresariales, otro sobre 
plusvalías empresariales; dentro de esas especies, hay subespecies determinadas por la declaración 
conjunta o separada de los matrimonios ... y para qué seguir: el número de apartijos es casi infini-
to". En el prólogo a PÉREZ ROYO, 1.: La nueva regulación de/Impuesto sobre la Renta de las Perso-
nas Físicas. Marcial Pons. Madrid, 1991, p. S. 
(1 O) Ahora bien, como dice PALAO TABOADA: "Mejor que ante procedimientos distintos es-
tamos, por tanto, ante 'regímenes' distintos de un mismo tributo, regímenes que inciden plenamen-
te en los aspectos materiales del tributo en cuestión, aunque se apliquen a través de un procedi-
miento único. Dichos regímenes quedarían reducidos a dos tipos: el régimen ordinario o común, 
que supone la plena aplicación de la normativa material del impuesto, aunque sea a datos de 
hecho meramente estimados y el régimen simplificado, objetivo, o como quiera llamársele, que re-
presenta la renuncia a dicha aplicación". En "Métodos y procedimientos de determinación de las 
bases imponibles". HPE, n.0 79, 1982, p. 20. 
Cuando utilizamos el término "régimen", lo hacemos en el sentido que RAMÍREZ GÓMEZ úl-
timamente ha dado a esta expresión: "Cuando se habla de régimen de determinación de la base 
imponible nos estamos refiriendo al conjunto de normas jurídico-materiales que regulan el méto-
do, los medios y el procedimiento para la determinación de aquélla". En "Regímenes de determi-
nación de la base imponible: estimación directa". En Comentarios a la Ley General Tributaria y lí-
neas para su reforma, V. l. 1 EF, Madrid, 1991, p. 788. 
decir, de que se miden cosas distintas: con la evaluación directa, la base; con la 
presuntiva o estimativa, una entidad diferente". (11) 
En nuestra opinión, en el caso de la estimación objetiva que estamos anali-
zando, no existe una renuncia por parte del legislador a fijar la base imponible, 
ésta se determina con certeza con uno u otro método, porque los medios para 
determinarla están perfectamente definidos en las normas; lo que ocurre es que, 
implícitamente, están cuantificando un concepto distinto de renta: la renta real, 
en un caso, y la renta media o presunta en otro. 
El verdadero problema, por ello, no es tanto el resultado de esa cuantifica-
ción sino el alejamiento en la medición de la verdadera capacidad económica 
que se pretende gravar. 
La estimación objetiva no determina la base imponible sino un componente 
de/a misma. La estimación objetiva tiene un ámbito objetivo y subjetivo delimi-
tado, circunscrito a los rendimientos empresariales y profesionales, por un lado, 
y a los sujetos que reglamentariamente se determine. Por lo tanto, se integra 
dentro de una estimación más amplia de la base imponible -la que comprende 
la totalidad de los rendimientos- discriminando a los distintos componentes de 
la renta según su origen y a los sujetos pasivos según los rendimientos que ob-
tengan. 
El régimen de estimación objetiva sólo se aplica a ciertos sujetos pasivos. La 
modalidad de signos, índices y módulos se aplica exclusivamente a los empre-
sarios que realicen su ~ctividad dentro de los sectores económicos que se deter-
minen a través de las Ordenes Ministeriales correspondientes. No es un sistema, 
por tanto, generalizado para el cálculo del rendimiento de todos los pequeños y 
medianos empresarios. 
Los medios que se utilizan en la estimación objetiva son externos a la confi-
guración de la renta. Esta es la característica fundamental que permite distinguir 
la estimación directa de la objetiva. Y con tal carácter aparece en el artículo 
69.1 d) de la Ley del impuesto sobre la Renta cuando establece que: "El cálculo 
del rendimiento neto de las actividades empresariales o profesionales en esti-
mación objetiva, se efectuará mediante la utilización de signos, índices, módu-
los o coeficientes generales o referidos a determinados sectores de actividad, 
que serán fijados por el Ministro de Economía y Hacienda". 
Precisamente por ello, consideramos que la modalidad de estimación obje-
tiva por coeficientes guarda una mayor similitud con la estimación directa que 
con la objetiva. Al igual que ocurría con la Estimación objetiva singular en su 
modalidad normal, la cuantificación del rendimiento se obtiene fundamental-
mente a través de los datos intrínsecos a la composición de la renta: los ingresos 
y gastos reales, sin que el resultado obtenido pueda considerarse la medición 
(11) SAINZ DE BU JAN DA, F.: "Los métodos de determinación de las bases imponibles y su 
proyección sobre la estructura del sistema tributario". Ob. cit., p. 207. 
de una renta presunta, salvo que la aplicación de gastos a forfait -los cuales, no 
se olvide, también se utilizan en la estimación directa- determine el paso de la 
estimación directa a la objetiva. (12) 
No ocurre lo mismo con la modalidad de signos, índices o módulos, en la 
cual incluso las causas de exclusión se basan en el número de personas emplea-
das o de vehículos y en donde los signos, índices o módulos tomados en consi-
deración son siempre externos a la configuración de la renta: personas emplea-
das -asalariados y no asalariados-, superficie del local, consumo de energía 
eléctrica, potencia eléctrica, capacidad de carga y máquinas recreativas. 
De tal manera que si bien el reglamento del impuesto considera ambas mo-
dalidades de estimación objetiva y las dos poseen, como enseguida veremos, 
puntos en común, la auténtica estimación objetiva en sentido puro es la modali-
dad de signos, índices o módulos, sobre la cual centraremos nuestro interés en 
el resto de este trabajo. 
111. La estimación objetiva y el principio de Reserva 
de Ley 
No es una novedad en nuestro ordenamiento que el régimen de estimación 
objetiva se desarrolle por vía reglamentaria. Así sucedió con la escueta referen-
cia a la estimación objetiva que contenía la Ley 44/1978 del Impuesto sobre la 
Renta y el desarrollo posterior que de la misma hizo el Real Decreto 2.933/ 
1983, de 13 de octubre. 
Existe según PALAO TABOADA una razón técnica que justifica tal proceder 
y es que si estos métodos "aspiran a captar la realidad, aunque sea de un modo 
simplificado y aproximado, los elementos normativos 'esquematizadores' deben 
someterse a una revisión lo suficientemente frecuente como para no quedarse en 
exceso rezagados respecto a la evolución de la realidad económica". (13) 
No resulta a nuestro juicio justificada esta opinión, cuando otros elementos 
de mayor incidencia en la realidad económica como. el tipo de gravamen o las 
deducciones de la cuota aparecen fijados en la ley, aunque sometidos a la revi-
sión a través de la Ley de Presupuestos (14). En nuestra opinión, existe un fun-
(12) Como demuestra PEÑA ALONSO "en la mayoría de las ocasiones, y dentro de los límites 
objetivos y subjetivos de esta modalidad, la cuantificación de los rendimientos apenas variaría de 
realizarse conforme al método de estimación directa. Se trata, en definitiva, de una forma simpli-
ficada de estimación directa". En "Estimación objetiva por coeficientes: ámbito de aplicación y 
cálculo de rendimientos", CT n.o 64, 1992, p. 105. 
(13) PALAO TABOADA, C.: "La estimación objetiva singular", CREDFn.0 2, 1974, p. 385. 
(14) Nuestro Ordenamiento tributario contiene un buen número de ejemplos de habilitación 
legal para modificar los elementos cuantificadores del tributo a través de la Ley de Presupuestos. Y 
damento recaudatorio en esta regulación, que puede permitir al ejecutivo elevar 
la presión fiscal, permaneciendo inalterado el tipo de gravamen y sin estar so-
metido, obviamente, a los procesos de negociación que supone la aprobación 
parlamentaria. Pero esto es sólo una consecuencia de la deslegalización; lo que 
es necesario dilucidar, en primer lugar, es si las normas que contiene la Ley 
están delegando la regulación de un elemento esencial del tributo a una norma 
de carácter reglamentario y si es posible, además, que se conceda en esta mate-
ria una potestad reglamentaria al Ministro de Economía y Hacienda. 
Respecto a la primera cuestión, el Tribunal Constitucional ha desempeñado 
un importante papel en la interpretación de los aspectos del tributo que deben 
ser objeto de regulación legal y del tipo de ley que se considera apto para satis-
facer las exigencias del principio. El Tribunal Constitucional ha declarado el ca-
rácter relativo de la reserva de ley y la necesidad de ley para regular los ele-
mentos esenciales del tributo los cuales, como configuradores del mismo, no 
pueden dejarse a la potestad reglamentaria a través de normas legales en blanco 
que creen el tributo y autoricen a fijar los elementos de la prestación por vía re-
glamentaria (entre otras las SSTC 37/1981, de 16 de noviembre; 6/1983, de 18 
de mayo; 51/1983 de 14 de junio; 19/1987, de 17 de febrero; y 37/1987, de26 
de mayo). 
La delimitación de cuáles sean los elementos esenciales, va realizándose 
paulatinamente por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, destacando la 
STC 37/1981, de 16 de noviembre, sobre "el importe y modo de percepción del 
tributo", la STC 19/1987, de 17 de febrero, sobre el tipo de gravamen y la STC 
221/1992, de 11 de diciembre, sobre la base imponible. (15) 
unas veces en cumplimiento de esta habilitación legal y otras, más criticables, extralimitándose de 
la misma las sucesivas Leyes de Presupuestos han ido modificando los tipos de gravamen y la de-
terminación de las cuotas tributarias. Al margen de la polémica sobre la utilización de la Ley de 
Presupuestos en materia tributaria, esta técnica normativa ofrece un argumento contrario a quienes 
basan la utilización del Reglamento en la adecuación del tributo a la realidad económica. 
Sobre las modificaciones producidas por las Leyes de Presupuestos en materia tributaria, ver 
ALIAGA AGULLO, E.: "Ley de Presupuestos y reforma tributaria: análisis de una larga experiencia 
(1979-1994)", CREDF n.0 81, 1994, p. 119 y ss.; y, en concreto, sobre las modificaciones tle lasTa-
rifas en el impuesto sobre Actividades Económicas: MARTfNEZ AZUAR, j. A.: "Modificaciones en 
el impuesto sobre Actividades Económicas contenidas en la Ley 21/1993 y en la Ley 22/1993". Im-
puestos n.0 6, 1994, p. 55 y ss. 
(15) A este respecto, es unánime la consideración del artículo 1 O de la LGT como punto de 
referencia de la doctrina en la interpretación de los elementos esenciales, concretándose dichos 
elementos, con apoyo asimismo de la jurisprudencia del Tribunal Supremo en: la determinación 
del hecho imponible, del sujeto pasivo, de los elementos de cuantificación: base y tipo de grava-
men, del devengo y de todos los elementos directamente determinantes de la cuantía de la deuda 
tributaria, el establecimiento de exenciones, reducciones y demás bonificaciones tributarias; y la 
concesión de perdones, condonaciones, rebajas, amnistías y moratorias. 
La STC de 11 de diciembre de 1992 establece, con respecto a la base impo-
nible, lo siguiente: "En cuanto elemento necesario para la determinación del 
importe de la cuota tributaria, también la base imponible es un elemento esen-
cial del tributo Yt en consecuencia, debe ser regulada por Ley. No puede desco-
nocerse, sin embargo, que en un sistema tributario moderno la base imponible 
puede estar integrada por una pluralidad de factores de muy diversa naturaleza 
cuya fijación requiere, en ocasiones, complejas operaciones técnicas. Ello ex-
plica que el legislador remita a normas reglamentarias la concreta determina-
ción de algunos de los elementos configuradores de la base. Se hace así preciso 
determinar cuál es el ámbito de la regulación de la base imponible que debe 
quedar necesariamente reservada al legislador; análisis que debe llevarse a 
cabo en función de las circunstancias de cada caso concreto y a partir de la na-
turaleza y objeto del tributo de que se trata" (FJ 7.0). • 
Si bien la sentencia no contiene una doctrina explícita acerca de cuál sea 
ese ámbito de la base imponible reservado a la ley, en su análisis de la regula-
ción de la base imponible en el Impuesto sobre Incremento de Valor de los Te-
rrenos contenida en el artículo 355.5 del TRRL de 18 de abril de 1986, funda-
menta la constitucionalidad del precepto en que "se trata, en todo caso, de 
elementos esenciales para poder cuantificar la base imponible definida por el 
legislador, pues su ausencia impediría calcular adecuadamente el incremento 
de valor objeto del gravamen". 
Y esto es precisamente lo que no contiene la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas: los elementos esenciales para cuantificar la base 
imponible por este método o, dicho en otros términos, la cuantificación del ren-
dimiento objeto de gravamen y determinante por tanto de la cuota tributaria. El 
artículo 69 de la Ley se limita a establecer los criterios a los cuales se debe ate-
ner la regulación reglamentaria pero en términos tan amplios que las modalida-
des establecidas en el Reglamento bien podrían haber sido otras sin menoscabo 
del principio de jerarquía normativa. 
En nuestra opinión, el desarrollo reglamentario sólo quedaba vinculado por 
los siguientes criterios: primero, el carácter voluntario de la estimación objetiva 
a través de la renuncia al mismo (art. 68 b)); segundo, la no inclusión dentro de 
los rendimientos calculados por este sistema de las alteraciones patrimoniales 
derivadas de bienes inmuebles o buques afectos a las actividades empresariales 
Todos estos elementos se condensan, en opinión de SAYONA DE PEROGORDO y SOLER 
ROCH, en la idea de que está reservado a la ley todo lo que afecte al deber de contribuir recogido 
en el artículo 31.1 de la Constitución, esto es, "aquellas circunstancias o elementos que identifi-
quen el alcance de la obligación contributiva de los ciudadanos, determinando las condiciones ob-
jetivas y subjetivas de su establecimiento, la determinación cuantitativa de la prestación patrimo-
nial así como de su incremento o reducción y, en su caso, las circunstancias que exoneran de 
dicha obligación". Derecho Financiero, T. l. Compas, Alicante, 1989, p. 217. 
o profesionales (art. 69 e)); tercero, el no sometimiento a gravamen de los incre-
mentos de patrimonio que pudieran producirse por las diferencias entre los ren-
dimientos reales de la actividad y los derivados de la aplicación de estos regí-
menes (art. 69.5); y cuarto, la aplicación de la estimación objetiva a las 
entidades en régimen de atribución de rentas (art. 69.6). 
Se remite, por tanto, a las normas reglamentarias: la aplicación conjunta o 
no con los regímenes especiales establecidos en el Impuesto sobre el Valor 
Añadido; el ámbito objetivo de aplicación; los signos, índices, módulos o coefi-
cientes para el cálculo del rendimiento; las obligaciones formales; la aplicación 
para actividades o sectores concretos de sistemas, en virtud de los cuales se es-
tablezcan, previa aceptación por los sujetos pasivos, cifras individualizadas de 
rendimientos netos para varios períodos impositivos y el ámbito territorial de 
aplicación de la estimación objetiva. 
Es difícil imaginar elementos más importantes para la determinación de la 
base imponible que los que han establecido las normas reglamentarias. En efec-
to, es imposible cuantificar la base imponible por el método de estimación ob-
jetiva sin las normas reglamentarias, que se convierten, por tanto, no en un de-
sarrollo de la ley como formalmente parece, sino en la regulación directa de 
una materia reservada a la ley a través de una autorización legislativa. El Regla-
mento se convierte así, en esta materia, no en un reglamento de desarrollo sino 
en un reglamento delegado. (16) 
Con respecto a la segunda cuestión -la atribución de potestad reglamenta-
ria al Ministro de Economía y Hacienda- (17) podemos realizar las siguientes 
consideraciones: 
El artículo 97 de la Constitución atribuye la potestad reglamentaria al Go-
bierno. Este precepto ha sido interpretado por la doctrina administrativa (18) en 
el sentido de que la potestad reglamentaria originaria corresponde al Gobierno. 
Las autoridades administrativas inferiores (y en concreto los Ministros) sólo tie-
nen una potestad reglamentaria derivada, restringida, según la doctrina, a dos 
(16) Es sorprendente, por otra parte, que esta situación se produzca en una Ley que por su 
amplitud contiene en otras materias el desarrollo de sí misma, intentando convertir al Reglamento 
en un Reglamento ejecutivo de mínimos. 
(17) El artículo 69.1 d) de la Ley establece que: "El cálculo del rendimiento neto de las activi-
dades empresariales o profesionales en estimación objetiva, se efectuará mediante la utilización de 
signos, índices, módulos o coeficientes generales o referidos a determinados sectores de actividad, 
que serán fijados por el Ministro de Economía y Hacienda". En desarrollo de esta autorización, la 
cuantificación concreta del método de estimación objetiva por signos, índices o módulos se ha 
realizado sucesivamente a través de la Orden de 26 de febrero de 1992, Orden de 26 de noviem-
bre de 1992 y Orden de 25 de noviembre de 1993. 
(18) GARCÍA DE ENTERRÍA, E.; RAMÓN FERNÁNDEZ, T.: Curso de Derecho Administrati-
vo. Ed. Civitas, Madrid; GARRIDO FALLA, F.: Tratado de Derecho Administrativo, CEC, Madrid, 
1985. 
supuestos: primero, en caso de habilitación legal específica y segundo, en el 
uso de la llamada potestad doméstica para regular cuestiones internas y organi-
zativas. 
En materia tributaria, la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha mantenido 
una postura muy restrictiva acerca de la posibilidad del desarrollo de leyes a 
través de órdenes ministeriales, circunscribiendo la potestad reglamentaria del 
Ministro a cuestiones organizativas del Departamento. (19) 
BAYONA DE PEROGORDO y SOLER ROCH, alineándose con la postura 
dominante en la doctrina y la jurisprudencia, manifiestan que: "No parece ad-
misible que una ley autorice su propio desarrollo reglamentario por simple 
Orden ministerial. En este sentido sólo cabría el ejercicio de la potestad regla-
mentaria derivada para regular cuestiones concretas que ya han sido objeto de 
reglamentación por parte del Gobierno, estableciéndose de este modo una 
línea jerárquica clara: Ley-Reglamento (y dentro de éste: Decreto-Orden minis-
terial). Por lo demás esta gradación normativa es la que viene observándose 
-salvo en algunos supuestos excepcionales- en la producción normativa en ma-
teria tributaria". (20) 
Pues bien, el artículo 69.1 de la Ley delega en el Ministro de Economía y 
Hacienda la determinación del rendimiento neto de las actividades empresaria-
les y profesionales en estimación objetiva. Pero a su vez, el Reglamento delega 
en el Ministro de Economía y Hacienda (art. 27): el ámbito de aplicación de la 
modalidad de signos, índices o módulos, determinando asimismo las activida-
des en las que se aplicará conjuntamente con el régimen especial simplificado 
del IVA (art. 27.1 ); los signos, índices o módulos a través de los cuales se deba 
obtener el rendimiento neto y los valores numéricos asignados a cada uno de 
ellos; y las instrucciones necesarias para su adecuado cómputo (art. 28.2). 
En definitiva, nos encontramos con un régimen de estimación de la base 
imponible cuyos elementos esenciales se encuentran regulados no ya en un Re-
glamento aprobado por Decreto del Consejo de Ministros -lo que en sí mismo 
(19) La sentencia del TS de 25 de enero de 1982 manifestó que: "Solamente mediante pre-
ceptos que revistan la forma de Decretos y se adopten por el Consejo de Ministros, podrá ejercitar-
se esa potestad reglamentaria cuando se trate de Reglamentos de ejecución de una ley ... sin que 
quepa admitir una delegación de esa potestad reglamentaria en los casos de Reglamentos para la 
ejecución de una ley". En el mismo sentido las SSTS de 12 de julio de 1982, 15 de octubre de 
1982, 14 de noviembre de 1983. 
Esta es la opinión sustentada asimismo por la mayoría de la doctrina: FERREIRO LAPATZA, J. J.: 
"Las fuentes del Derecho en la Constitución española". En La Constitución española y las fuentes 
del Derecho, Vol. 11. IEF, Madrid 1979; FALCÓN Y TELLA, R.: "La facultad reglamentaria ministerial 
en materia tributaria", CREDF n.0 37, 1983; MARTÍNEZ LAFUENTE, A.: "La potestad reglamentaria 
de los ministros. Especial referencia al ámbito tributario", CREDF n.o 22, 1979, p. 225 y ss. 
(20) BAYONA DE PEROGORDO, J. J.; SOLER ROCH, M .a T.: Derecho Financiero, Vol. l. Ob. 
cit. p. 306. 
plantea dudas de constitucionalidad en base al principio de reserva de ley- sino 
en una orden ministerial que pone en cuestión la constitucionalidad de la atri-
bución de potestad reglamentaria y de los límites a su ejercicio. 
IV. la estimación objetiva y el principio de capacidad 
, . 
econom1ca 
El Tribunal Constitucional ha analizado el principio de capacidad económi-
ca en diversas ocasiones, y de la doctrina sentada por tal jurisprudencia desta-
camos, por lo que hace al tema de nuestro estudio, dos conclusiones: que la ca-
pacidad económica debe proyectarse sobre la estructura jurídica de todo el 
tributo, abarcando incluso su aplicación (STC 76/1990, de 26 de abril), y que la 
capacidad contributiva es un criterio de medición de la carga tributaria y cuali-
dad subjetiva del obligado tributario, así como su correcta aplicación es una 
éxigencia del principio de igualdad (STC 45/1989, de 20 de febrero). 
Es asimismo interesante recordar en este tema la tradicional distinción entre 
capacidad económica absoluta y relativa. En palabras de VICENTE-ARCHE "no 
basta, por tanto, saber que han de contribuir al sostenimiento de las cargas pú-
blicas quienes tengan capacidad económica para ello (capacidad contributiva 
absoluta). Es necesario, además averiguar en qué medida tal capacidad se da 
respecto de cada sujeto (capacidad contributiva relativa). La estimación de la 
capacidad contributiva relativa se traduce en la determinación de la cuantía de 
la deuda tributaria individual. Por consiguiente, el principio de la capacidad 
contributiva relativa será el que presida la elección de los métodos impositivos, 
es decir, de las medidas técnicas que, partiendo de una manifestación de la ri-
queza imponible de un sujeto, conducen a la determinación de la cuantía que 
por esa riqueza ha de satisfacer". (21) 
En el mismo sentido, se ha destacado, posteriormente, que del artículo 31.1 
de la Constitución no se deriva sólo un deber de contribuir de acuerdo con la 
capacidad económica sino que el precepto crea un derecho constitucional a ser 
gravado de acuerdo con dicha capacidad. (22) 
En el caso del Impuesto sobre la Renta, el análisis de la adecuación de los 
métodos de cuantificación de la deuda tributaria al principio de capacidad eco-
(21) VICENTE-ARCHE DOMINGO, F.: "Elementos cuantitativos de la obligación tributaria", 
RDFHB n.o 60, 1965, p. 971. 
(22) SOLER ROCH, M! T.: "Subjetividad tributaria y capacidad económica de las personas 
integradas en unidades familiares", CREDF n.0 66, 1990, p. 193; GARCÍA AÑOVEROS, j.: "Los po-
deres de comprobación, la actividad de liquidación y la discrecionalidad de la Administración Fi-
nanciera", CREDF n.0 76, 1992, p. 615. 
nómica es especialmente importante, ya que ninguna duda cabe acerca del ob-
jeto del tributo como índice directo de capacidad económica. En concordancia 
con este objeto, el hecho imponible está constituido por la obtención de renta 
por el sujeto pasivo. 
Lo determinante, en mi opinión, para la realización del hecho imponible y 
para que este hecho imponible sólo se pueda cuantificar adecuadamente a tra-
vés de la estimación directa es el elemento subjetivo del hecho imponible: la 
obtención por parte del sujeto pasivo y el concepto jurídico de renta como 
suma de rendimientos netos: los ingresos íntegros menos los gastos deducibles. 
En este sentido, la medición de la renta a través de la estimación directa no sólo 
adecúa la base imponible al aspecto material del elemento objetivo del hecho 
imponible sino también al elemento subjetivo porque es la renta realmente ob-
tenida por ese sujeto pasivo y no por otro, con lo cual se respeta la capacidad 
económica en ambos aspectos: se tributa por un índice de riqueza -la renta- y 
en la medida y cuantía en que esa renta se obtiene. 
Por lo tanto el análisis de la adecuación del método de estimación objetiva 
a la capacidad económica debe partir del análisis de las siguientes cuestiones: 
si el método de estimación objetiva es una forma de calcular una parte de la 
renta del sujeto pasivo (el rendimiento neto) y, en ese caso, si los índices utiliza-
dos guardan relación con la renta obtenida por cada sujeto pasivo midiendo in-
dividualmente su capacidad económica. Si esto fuera así, la aplicación del mé-
todo objetivo debería dar lugar a una cifra idéntica a la obtenida a través de 
otros métodos de determinación de la base imponible convirtiéndose en un au-
téntico método alternativo de estimación. 
Pero si tal medición no ofrece una cifra concordante con el rendimiento 
neto real-el que se deriva de los ingresos computables y gastos deducibles- es-
tamos ante la medición de algo distinto al elemento material del hecho imponi-
ble y a una relación distinta de este elemento con el sujeto pasivo. (23) 
Puede que la estimación objetiva, porque el legislador lo dice, mida el ren-
dimiento empresarial; pero, desde luego, no el obtenido por el sujeto pasivo. 
De tal manera que el gravamen del rendimiento empresarial pierde su nota de 
personalidad, ya que todo aquel sujeto que posea el mismo número de unida-
(23) A veces se olvida, como puso de manifiesto RAMALLO MASSANET, la función retros-
pectiva de la base imponible como expresión cuantitativa del hecho imponible y no sólo como 
mero elemento para cuantificar la cuota. En "Hecho imponible y cuantificación de la prestación 
tributaria", CREDF n.0 20, 1978, p. 617. En el mismo sentido, más recientemente: CORS MEYA, X. 
En "La Base Imponible", CREDF n.0 72, 1991, p. 507 y ss. 
Es llamativo, a este respecto, que la renuncia al método de estimación objetiva debe efectuar-
se durante el mes de diciembre anterior al inicio del año natural en que deba surtir efectos. Esto es, 
el sujeto pasivo acepta implícitamente, si no renuncia, una cuantía del rendimiento que ni siquiera 
él mismo sabe si va a obtener en la fecha del devengo del impuesto. 
des utilizadas como signos, índices o módulos, tendrá una misma base imponi-
ble aunque en la realidad uno y otro sujeto no obtengan el mismo rendimiento. 
De igual modo, si el resultado de la medición no es el mismo por uno u otro 
método, es que o los índices utilizados no son correctos o que se están midien-
do cosas distintas, con lo cual tendríamos hechos imponibles y bases imponi-
bles diferentes dentro de un mismo impuesto. 
En definitiva, el juicio crítico acerca del sistema no es que se pague más o 
menos con respecto al régimen anterior, sino que no se pague lo mismo en rela-
ción con otro sujeto que obtiene el mismo nivel de renta, con el grave quebran-
to de la capacidad económica en relación con la igualdad. 
Por lo tanto, vamos a analizar: primero, qué es lo que mide realmente la es-
timación objetiva; segundo, si los índices son correctos y si el resultado obteni-
do es acorde con la capacidad económica del sujeto pasivo. 
Respecto a la primera cuestión, el artículo 17 del Reglamento establece que 
el método de estimación objetiva tendrá por objeto la determinación de los ren-
dimientos netos de las pequeñas y medianas empresas, en relación con las acti-
vidades comprendidas en su ámbito de aplicación. 
La estimación objetiva no mide, por tanto, la renta global sino uno de sus 
componentes: los rendimientos empresariales. Pero tampoco mide todos estos 
. rendimientos sino sólo el de las actividades establecidas en la Orden Ministerial 
correspondiente. Las actividades seleccionadas por la Orden Ministerial se des-
ligan para su exclusión de cualquier índice directo de capacidad económica: el 
volumen de ventas, el rendimiento medio de los últimos años, sino que sólo 
tiene en cuenta el número de personas empleadas o de vehículos, con lo cual 
podría suceder que se esté aplicado la estimación objetiva por signos, índices o 
módulos a actividades que por sobrepasar los cincuenta millones de pesetas ni 
siquiera podrían acogerse a la estimación objetiva por coeficientes. 
Para medir el rendimiento neto e individual de cada sujeto pasivo, el único 
camino es el que se basa en los ingresos menos los gastos o en la diferencia de 
riqueza experimentada al principio o al final del período impositivo a través de 
esa actividad. La estimación objetiva está midiendo un rendimiento ficticio que 
se pretende aproximado, al utilizar módulos distintos según cuál sea la clase de 
actividad empresarial que se considere. Pero como no se puede aceptar que los 
módulos utilizados o el valor numérico asignado a cada unidad de módulo sea 
totalmente arbitrario o aleatorio, hemos de considerar que los mismos respon-
den a una renta media obtenida en cada sector de actividad a través de los 
datos estadísticos de que disponga la Administración. Por lo tanto, el rendi-
miento que se grava no es un rendimiento obtenido sino un rendimiento atribui-
do por la Administración a cada sujeto pasivo en función no de la naturaleza 
del rendimiento sino del sector empresarial del que derive. 
Este método no varía el objeto del tributo, que seguirá siendo la renta, pero 
sí el hecho imponible que consistirá en el mero ejercicio de la actividad y en 
1 
1 
correspondencia con este hecho imponible los módulos miden el rendimiento 
que la Administración presume que se obtiene a través de esa actividad. 
La estimación objetiva no está midiendo un rendimiento neto e individual, 
sino un rendimiento presunto o estimado para lo cual no se mide el realmente 
obtenido sino el que presumiblemente se va a obtener. En este sentido, los índi-
ces son un instrumento correcto para acercarse a esa cifra. 
Precisamente porque a través de este método se está midiendo un rendi-
miento medio, normal u ordinario, no se incluyen los incrementos de patrimo-
nio que deriven de bienes inmuebles o buques afectos (art. 69 e) de la ley) y se 
tienen en cuenta las circunstancias excepcionales que afecten a un determina-
do sector o zona geográfica para que el Ministerio de Hacienda pueda autorizar 
con carácter excepcional la reducción de los signos, índices o módulos (art. 22 
regl.). También se podrá autorizar por la Administración tal reducción por cir-
cunstancias extraordinarias que afecten al desarrollo de la actividad de una de-
terminada empresa (art. 28.4 regl.) y por último, se permite también en estas 
circunstancias extraordinarias la minoración del rendimiento neto en la cuantía 
de los gastos extraordinarios realizados por el sujeto pasivo con ocasión de tales 
circunstancias (art. 28.4 regl.). 
Evidentemente, si lo que se somete a gravamen no es un rendimiento real-
mente obtenido sino un rendimiento presuntamente atribuido, los índices son el 
vehículo idóneo para tal sistema. En este sentido la elección de los índices tiene 
relación, de algún modo, con la capacidad económica porque se basan en sig-
nos indirectos de esta capacidad: el gasto -número de empleados, consumo de 
energía eléctrica, potencia eléctrica contratada- o el patrimonio afecto a la acti-
vidad -potencia fiscal del vehículo, superficie del local, superficie del horno, 
carga de los elementos de transporte, mesas, máquinas recreativas, número de 
plazas, número de asientos-. Basta, sin embargo, describir la aplicación del mé-
todo (24) para concluir que tales índices no producen por sí mismos el rendi-
miento y que puestos a presumir también podrían tener cabida otros índices 
como la zona geográfica donde se ejerza la actividad, el número de clientes, la 
publicidad, etc. (25) 
(24) La determinación del rendimiento se obtiene computando, en primer lugar, el número de 
unidades de cada uno de los signos, índices o módulos que resulten aplicables a la actividad, apli-
cados de forma proporcional si no han estado presentes todo el año. Tales unidades se multiplican 
por los valores unitarios asignados en la Orden Ministerial correspondiente. La suma de los resulta-
dos que corresponda a cada uno de los signos o módulos constituirá el rendimiento neto inicial. A 
este rendimiento previo hay que aplicarle unos índices correctores que atienden a las circunstan-
cias en que se desarrolla la actividad, población de derecho del municipio y cuantía del rendi-
miento. 
(25) Dice BANACLOCHE con ironía que: "La estimación objetiva moderna lleva a un juego de 
azar en el que se puede tributar de más o de menos. De ahí que sea voluntaria. De ahí que se ad-
vierta en la ley que si se obtienen rentas fiscales no se exigirá tributación por ellas. ( ... ). Otra cosa 
A mayor abundamiento, es determinante, por un lado, que en aplicación de 
este método nunca se obtiene rendimientos negativos; que se incluyen en él, 
con la excepción de los que provienen de bienes inmuebles, los incrementos o 
disminuciones de patrimonio de los bienes afectos y que la propia Ley se ve en 
la obligación de eximir de gravamen "los incrementos de patrimonio que en su 
caso pudieran producirse por las diferencias entre los rendimientos reales de la 
actividad y los derivados de la correcta aplicación de estos regímenes" (art. 
69.5). 
Por lo tanto, para emitir un juicio acerca de si el resultado obtenido es acor-
de con la capacidad económica, no es necesario profundizar en si los índices 
utilizados son insuficientes o podrían haber sido otros, sino en que, en un 
mismo impuesto, a unos sujetos se les grava por el rendimiento obtenido, deter-
minado en función de manifestaciones directas de capacidad económica y, a 
otros, por un rendimiento estimado cuantificado a través de índices indirectos 
de esa capacidad económica. 
El resultado, naturalmente, no puede ser el mismo, con el agravante de que 
esta desigualdad no se fundamenta en un distinto nivel de capacidad económi-
ca sino en el origen de los rendimientos y en el sector empresarial en que se 
obtengan. Esto es, la capacidad económica no se mide, en el caso de las activi-
dades sometidas al sistema de signos, índices y módulos, por el mayor o menor 
nivel de renta obtenida sino por la actividad empresarial de la que derive. 
Esta reflexión nos conduce a analizar si las actividades seleccionadas en las 
Órdenes Ministeriales son indicativas de una distinta capacidad económica y si 
existe un nexo de unión entre ellas que las haga pertenecer a una misma espe-
cie de actividad empresarial. 
En efecto, cuando el objeto de gravamen es la renta real, la medición de la 
capacidad económica se produce cuando el sujeto obtiene el rendimiento. 
Serán titulares de mayor o menor capacidad económica aquellos que hayan ob-
tenido mayor o menor nivel de renta. Pero si el objeto del tributo es una renta 
estimada y, en concordancia con el mismo, el hecho imponible se convierte en 
el mero ejercicio de la actividad, unas actividades pueden presentar, a priori, 
respecto de otras, una distinta capacidad económica en virtud de un mayor ries-
go, un nivel mayor de inversión o de mano de obra. En este sentido, la pretendi-
da simplificación del tributo se convierte en arma fatal no sólo para la medición 
del rendimiento individual sino incluso para la cuantificación adecuada del 
rendimiento medio presunto por actividades. 
es que convenga llevar contabilidad en todo caso para evitar problemas. O que cause perplejidad 
la menor rentabilidad presunta de los familiares o de los menores de 19 años que trabajen en cier-
tos sectores de actividad. O que sea un asunto peculiar el módulo 'mesas' según su capacidad o su 
ubicación. Eso es parte del juego que se acepta o no. Y no caben quejas". En "La estimación obje-
tiva'', Impuestos n.0 9, 1992, p. 4. 
A mi juicio, en un impuesto personal sobre la renta, no se puede mantener 
un distinto tratamiento para los sujetos pasivos que no se base en un diferente 
nivel de capacidad económica. Las actividades seleccionadas por el Ministerio 
de Economía y Hacienda no son indicativas por sí mismas, sin tener en cuenta 
su renta real, de un menor nivel de esta capacidad. La tributación en función de 
una renta estimada dificulta más la adecuación del gravamen a las peculiarida-
des de la actividad empresarial. 
V. la estimación objetiva y el principio de igualdad 
En torno al principio de igualdad son asimismo abundantes los estudios 
doctrinales (26) y la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Respecto de 
esta última queremos destacar los siguientes pronunciamientos del Tribunal: la 
igualdad tributaria del artículo 31.1 es aplicación en este ámbito del principio 
de igualdad recogido con carácter general en el artículo 1 de la Constitución, 
impidiendo un trato discriminatorio no sólo en la ley, sino también en la aplica-
ción de la ley (SSTC 8/1986, de 21 de enero; 197/1987, de 11 de diciembre; 
45/1989, de 20 de febrero); las disparidades de trato sólo pueden operarse 
sobre la base de la capacidad económica o de otros criterios que tengan respal-
do constitucional (STC 8/1986, de 21 de enero); asimismo debe haber una pro-
porcionalidad entre la finalidad perseguida y los medios empleados (SSTC 
209/1988, de 1 O de noviembre; 45/1989, de 20 de febrero). 
Sobre la base de esta doctrina, las transgresiones al principio de igualdad 
que puede producir el régimen de la estimación objetiva se pueden concretar, 
en mi opinión, a efectos de su desarrollo, en los siguientes puntos: en primer 
lugar, en el ámbito subjetivo de aplicación; por un lado respecto a los sujetos 
pasivos que obtengan rendimientos distintos a los empresariales; en relación a 
los sujetos que obteniendo rendimientos de esta naturaleza no se hayan inclui-
do en los sectores determinados por la Orden ministerial; respecto a los empre-
sarios sometidos a estimación objetiva por coeficientes y, por último, en rela-
ción a los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades; en segundo lugar, la 
desigualdad que se manifiesta en el ámbito material y formal del impuesto; y 
por último, el tratamiento igualitario que se dispensa en la fijación de la base 
imponible al sujeto pasivo al que se aplica la estimación indirecta, habiendo re-
(26) PALAO TABOADA, C.: "Apogeo y crisis del principio de capacidad contributiva". En Es-
tudios jurídicos en homenaje a F. de Castro, V. 11. Tecnos, Madrid, 1976. PONT MESTRES, M.: "La 
justicia tributaria y su formulación constitucional", CREDFn.0 31, 1981, p. 365 y ss. MARTÍN DEL-
GADO, j. M.": "Los principios de capacidad económica y de igualdad en la Constitución españo-
la", HPE n.0 84, 1983, p. 13 y ss. 
nunciado a la estimación objetiva, que al que esté incluido en el sistema de sig-
nos, índices o módulos. 
No basta, sin embargo, constatar la desigualdad sino que ésta no sea la 
constatación del citado principio en cuanto trate de forma diferente a los suje-
tos pasivos en función de su capacidad económica o de otro principio constitu-
cional igualmente protegible. 
El artículo 69 de la Ley concreta el régimen de estimación objetiva para los 
rendimientos de pequeñas y medianas empresas y de los profesionales. Sin em-
bargo, tampoco son todos, según el desarrollo reglamentario de este régimen 
los que se pueden acoger a la estimación objetiva, por lo que habrá que distin-
guir también los pequeños y medianos profesionales. 
Esta distinción no se produce dentro del gravamen de ningún otro rendi-
miento: no existen pequeños trabajadores, ni pequeños inversores de capital. 
Como es lógico la discriminación la llevará a cabo la aplicación de un tipo de 
gravamen progresivo en función de la cuantía de la renta. De tal manera que 
esta distinción dentro de los rendimientos empresariales y profesionales está bá-
sicamente provocada por la necesidad de modificar los deberes formales de los 
sujetos pasivos y la actividad de comprobación de la Administración. 
La ley incluye en una categoría única los rendimientos empresariales y pro-
fesionales con un concepto parecido al establecido en otros impuestos (pese a 
que no existe un concepto unívoco de empresario y profesional en nuestro or-
denamiento tributario) y caracterizado por la ordenación por cuenta propia del 
capital o del trabajo o de ambos factores para intervenir en la producción y dis-
tribución de bienes y servicios. 
Se trata por tanto de una actividad idéntica a la que realizan las sociedades 
mercantiles, lo que justifica el tratamiento homogéneo que se le pretende dar a 
su tributación en el Impuesto sobre la Renta y en el Impuesto sobre Sociedades. 
La neutralidad de impuesto, sin embargo, se quiebra al establecer el régimen de 
estimación objetiva para las pequeñas empresas sólo en el caso de que sean 
personas físicas y no contemplando un régimen especial para empresas societa-
rias de pequeñas dimensiones que, evidentemente, pueden realizar las mismas 
actividades fijadas en la Orden Ministerial y no rebasar los límites en ellas esta-
blecidos. Esta desigualdad con respecto a las sociedades se hace si cabe más 
patente al permitir la ley que los regímenes de estimación objetiva se apliquen a 
las entidades en régimen de atribución de rentas. 
No establece tampoco la ley qué se entiende por pequeña o mediana em-
presa, limitándose a establecer el artículo 69.1 b) de la ley que el ámbito de 
aplicación de los regímenes de estimación objetiva se fijará bien por la natura-
leza de las actividades o cultivos, bien por módulos objetivos como el volumen 
de operaciones, el número de trabajadores, el importe de las compras, la super-
ficie de las explotaciones o los activos fijos utilizados. 
Implícitamente el Reglamento, a efectos de aplicación de la estimación ob-
jetiva por coeficientes, considera pequeña o mediana empresa aquella en que 
el número de trabajadores no exceda de 12 en cualquier día del ejercicio y 
cuyo volumen de operaciones no sea superior a 50 millones de pesetas. Serán 
pequeños profesionales aquellos cuyo volumen de ingresos no sea superior a 
5.000.000 de pesetas y sin personal asalariado. 
Sin embargo, a efectos de aplicación de la estimación objetiva por signos, 
índices o módulos el concepto de pequeña o mediana empresa prescinde por 
completo del volumen de operaciones sino que se determina por la inclusión 
de la actividad en la Orden Ministerial correspondiente y por no rebasar asimis-
mo módulos objetivos tales como las personas empleadas (que en algunos 
casos pueden incluso rebasar el límite de 12 -15 para servicios de hospedaje en 
hoteles y moteles de una o dos estrellas-) o el número de vehículos. Si tenemos 
en cuenta la evolución de la aplicación de este régimen -la Orden Ministerial 
de 26 de febrero de 1992 incluyó once actividades; la Orden Ministerial de 26 
de noviembre de 1992 lo amplió a treinta y finalmente la Orden Ministerial de 
25 de noviembre de 1993 incluye cincuenta y cuatro actividades en su ámbito 
de aplicación- no es difícil predecir la poca aplicación que tendrá el régimen 
de estimación objetiva por coeficientes para el cálculo de los rendimientos em-
presariales. En este sentido, hay que tener en cuenta que la renuncia al régimen 
de estimación objetiva en la modalidad de signos, índices o módulos determina 
la aplicación de la estimación directa sin posibilidad de acogerse a la estima-
ción objetiva por coeficientes. Esta situación provoca, en mi opinión, una gene-
ralización excesiva de la estimación objetiva por signos, índices o módulos con-
virtiendo en más indeterminada, si cabe, la expresión de pequeña y mediana 
empresa. 
El concepto de pequeña y mediana empresa en este sistema queda igual-
mente determinado por signos indirectos de la capacidad económica que ofre-
ce a la Administración, además, la posibilidad de comprobar con un mínimo 
coste tanto el cumplimiento de los requisitos para tributar por este régimen 
como el rendimiento neto determinado mediante el mismo. 
Por último, siendo el rendimiento neto fijado por los módulos necesaria-
mente aproximativo y no real se produce, en primer lugar, un agravio compara-
tivo con respecto al resto de sujetos pasivos que determinan su renta por el sis-
tema de estimación directa tanto si se produce un rendimiento inferior como 
superior al real. Si el rendimiento es inferior, lo que puede favorecer una mayor 
aplicación del sistema, porque la ley concede a estos sujetos pasivos una eco-
nomía de opción que no tienen los restantes sujetos pasivos del impuesto (27). 
(27) Como manifestaba CORTÉS DOMÍNGUEZ: "Los sistemas objetivos significan la renuncia 
al principio de capacidad contributiva, de tal modo que el orden normativo permite que no se res-
pete el principio de justicia sin entrar por ello en la esfera de lo ilícito. La consecuencia es clara: 
Si el rendimiento neto que se obtiene es superior, porque igualmente se estará 
tributando por una capacidad económica superior a la real. Es cierto que en 
este segundo supuesto se puede renunciar al régimen pero, aunque más adelan-
te pongamos en cuestión esta pretendida voluntariedad, esta situación puede 
determinar el fracaso del sistema teniendo en cuenta que el temor al incumpli-
miento es menor cuando la propia ley establece que: "En la estimación indirec-
ta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se tendrá en cuenta, pre-
ferentemente, los signos, índices, módulos o coeficientes establecidos para la 
estimación objetiva, cuando se trate de sujetos pasivos que hayan renunciado a 
este último régimen de determinación de la base imponible" (art. 68 e); con lo 
cual, nos encontramos ante una nueva discriminación, esta vez provocada por 
el tratamiento igualitario dispensado al sujeto pasivo en estimación objetiva y 
aquel que renunciando al sistema incurra en alguno de los supuestos del artícu-
lo 50 de la Ley General Tributaria. 
En definitiva, en mi opinión, el juicio sobre el sistema no se basa en que se 
pague de más o de menos con respecto a la estimación directa sino que se está 
tributando por una renta estimada en vez de por una renta real y que esta situa-
ción no se basa en la capacidad económica de los sujetos afectados sino asi-
mismo en la voluntad de otorgar una tratamiento desigualitario en la fase apli-
cativa del impuesto. 
En efecto, toda la defensa del sistema se basa en la lucha contra el fraude, 
el aumento de la recaudación y la imposibilidad de estos sujetos de cumplir 
con las obligaciones formales que conlleva la tributación en estimación directa. 
Básicamente son dos los argumentos para la aplicación del sistema: por un 
lado, la facilidad de comprobación por parte de la Administración tributaria 
que, eximida de contrastar los datos declarados con la contabilidad del sujeto 
pasivo, puede certificar con menores medios los módulos establecidos para de-
terminar el rendimiento neto. Este sistema, como defendía MEROLA MACANAS 
(28) libera recursos de la Inspección de los Tributos que puede destinar sus me-
dios a los contribuyentes en estimación directa para conseguir que sus rendi-
mientos declarados se aproximen a los reales, evitando así el sesgo que en favor 
del régimen de estimación directa pudiera derivarse del bajo porcentaje de 
comprobaciones tributarias (29). Pero tal sistema varía sustancialmente el pro-
un sujeto pasivo puede pagar por un determinado impuesto una cuota inferior a la que según las 
normas de estimación de las bases reales le correspondería, sin caer en el terreno de la ilegalidad, 
ya que actúa conforme a las normas reguladoras de estimación de bases presuntas, y ello aunque 
la Administración financiera compruebe que tal situación se está produciendo", en RDFHP, n." 54, 
1964, p. 435. 
(28) MEROLA MACANAS, T.: "La tributación de los pequeños empresarios y la Estimación 
objetiva singular: necesidad de una reforma", HPE, Cuadernos de actualidad, n." 6, 1990, p. 15. 
(29) La intención implícita de un menor nivel de inspección para estos sujetos se encuentra 
reconocida por la mayoría de la doctrina. En este sentido y entre otros: POVEDA BLANCO, F.: "El 
cedimiento de comprobación, que obviamente ya no se dirige a comprobar la 
renta real de determinados contribuyentes mientras que de otros sí, que con-
vierte a los módulos en índices de determinación del rendimiento neto y me-
dios de comprobación, que hace inútil la comprobación además porque no se 
pueden gravar las diferencias entre el beneficio real y el objetivamente estimado 
y en el que, asimismo, no existen más pruebas para el contribuyente que la 
existencia o no de los módulos, ya que, como la propia Ley General Tributaria 
establece (art. 47), sólo las bases determinadas por los regímenes de estimación 
directa o indirecta pueden enervarse por el contribuyente mediante las pruebas 
correspondientes. 
La segunda razón que avala el establecimiento de estimaciones objetivas es la 
simplificación de los deberes formales para estos contribuyentes, basados funda-
mentalmente en la exención de la llevanza de contabilidad, a efectos de este im-
puesto, habida cuenta de la inutilidad de la misma en un sistema que ryo toma en 
consideración los datos en ella contenidos (30). Este método según LOPEZ SÁN-
CHEZ (31) es beneficioso para los contribuyentes ya que "les ahorra gastos buro-
cráticos y de personal, así como las siempre temidas inspecciones tributarias". 
Estamos de acuerdo con POVEDA BLANCO cuando respecto de esta cues-
tión mantiene que: "El beneficio que se establece en el artículo 67. Cuatro del . 
reglamento ( ... ) puede ser interpretado como un grave inconveniente si de ven-
taja o bondad puede calificarse la llevanza de la contabilidad, que es requisito 
inexcusable, de acuerdo con la legislación mercantil, y positivo, puesto que 
permite, en todo caso, al contribuyente conocer su correcta situación y usarla 
como medio de defensa frente a terceros, entre los que se puede incluso contar 
la propia Administración. Es por ello que lo que se presenta como una ventaja 
en beneficio del contribuyente sólo podría sostenerse para las empresas de mi-
núscula dimensión o desde una posición de ignorancia e incultura que es toda-
vía más censurable si quien la sostiene es la propia Administración, actuando a 
espaldas del contenido del Código de Comercio y extramuros del progreso y de 
sus propias instituciones, como es el Instituto de Contabilidad y Auditoría de 
Cuentas". (32) 
retorno de las estimaciones objetivas de los rendimientos empresariales", Impuestos n.o 4, 1993, p. 
21; DÍAZ YUBERO Y BETES DE TORO: "Tributación de los pequeños empresarios y profesionales 
en la nueva Ley de Renta", TF n.0 9, 1991, p. 56. 
(30) El artículo 67.4 del reglamento establece para los sujetos acogidos a la modalidad de sig-
nos, índices o módulos que "no estarán obligados a llevar, por las actividades a que afecte, libros o 
registros contables en relación con el impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas". 
(31) LÓPEZ SÁNCHEZ, M.a j.: "La estimación objetiva de bases en el nuevo Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas", Impuestos n.0 11, 1992, p. 9. 
(32) POVEDA BLANCO, F.: Ob. cit., p. 22. Recordemos también, a este respecto, que el ar-
tículo 2 del Real Decreto 1643/1990, de 20 de diciembre, por el que se aprueba el Plan General 
de Contabilidad establece que el citado Plan "será de aplicación obligatoria para todas las Empre-
sas, cualquiera que sea su forma jurídica, individual o societaria". 
La desigualdad que se produce en el ámbito material del impuesto se trasla-
da, asimismo, a los deberes formales y, por lo tanto, también a la fase aplicativa 
del tributo sin que tal tratamiento dispar esté basado en una menor capacidad 
contributiva sino en la renuncia por parte de la Administración, por falta de me-
dios o por ahorro de costes, a conocer las bases imponibles reales de un cierto 
sector de contribuyentes. (33) 
En este sentido, compartimos la opinión de CORS MEYA cuando manifiesta 
que: " ... y si no es posible gravar con la misma certeza a todas las rentas netas, 
entonces la alternativa no puede ser la renuncia a gravar de antemano a ese 
sector de realizadores del hecho imponible, y no me refiero a la solución subsi-
diaria y excepcional de la estimación indirecta, sino que me refiero a la única 
alternativa justa que no impone una discriminación normativa, y es que: se apli-
que a todos la estimación objetiva, es decir, que se cambie ese impuesto bicéfa-
lo por un único impuesto que pueda gravar sin discriminaciones no avaladas 
constitucionalmente". (34) 
En definitiva, a mi juicio, el régimen de estimación objetiva por signos, índi-
ces y módulos, produce un menoscabo del principio de igualdad tributaria que 
no resulta proporcionado a la finalidad que se persigue. 
La intención de simplificar los deberes formales de los pequeños y media-
nos empresarios ha provocado una modificación sustancial en la base imponi-
ble y ésta a su vez en el objeto de gravamen, lo que conculca ante un mismo 
impuesto el derecho a ser gravado de acuerdo con la capacidad económica in-
dividual. 
No resulta proporcionado que la reducción de la presión fiscal indirecta y 
la simplificación del procedimiento de comprobación suponga la tributación, 
en definitiva, por un tributo distinto. 
Considero que se está haciendo prevalecer el aspecto procedimental del tri-
buto y la mayor eficacia en la recaudación sobre lo sustantivo, sobre lo mate-
rial, en definitiva, sobre la tributación de acuerdo con la capacidad económica. 
Es evidente que un impuesto como el de la Renta puede resultar desvirtua-
do por la ineficacia del procedimiento establecido para aplicarlo, pero, enton-
(33) Como dice SÁNCHEZ PEDROCHE, j. A.: "dejemos la cuestión clara, el problema de la 
tributación sobre la renta efectiva o media, se acaba reconduciendo a si la Administración es o no 
eficaz en el desempeño de sus funciones. Constatada la ineficacia del aparato administrativo, pare-
ce insoslayable el recurso a parámetros e índices, pero la lucha contra la evasión no se logra sólo 
con modificaciones legislativas, sino sobre todo con la reorganización burocrática de la propia Ad-
ministración y con la eliminación de las parcelas de contribuyentes donde la tributación sigue cri-
terios medios u ordinarios sin justificación jurídica o económica alguna". En "Un problema de al-
cance constitucional, la tributación sobre la renta efectiva o la renta presunta, media o normal", 
ob. cit., p. 241. 
(34) CORS MEYA, X.: "La Base imponible". Ob. cit., p. 512. 
ces, la solución debe venir de la mano de la revisión del procedimiento de ges-
tión y del régimen jurídico de los deberes formales en vez de la modificación 
material del tributo. 
VI. La estimación objetiva y la voluntariedad 
De lo analizado hasta ahora, podría concluirse, en mi opinión, que el régi-
men de estimación objetiva por signos, índices o módulos atenta contra el prin-
cipio de legalidad, capacidad económica e igualdad. Estaría fuera de toda duda 
esta conclusión si el régimen fuera obligatorio, por lo tanto el quid de la cues-
tión reside en su carácter voluntario. 
No han faltado autores que basan el argumento ,decisiv9 de la defensa del 
método en su carácter voluntario. En este sentido LOPEZ SANCHEZ dice que: 
"El contribuyente conoce antes de comenzar cada ejercicio económico, la 
cuantía estimada de sus rendimientos netos calculados por este método y si es-
tima que no le favorece conserva la libertad de elegir el método o sistema que 
crea más conveniente a sus intereses, aunque se tenga que someter a la obliga-
ción formal de la renuncia". (35) 
Evidentemente, no podemos estar de acuerdo con este argumento porque, 
en primer lugar, la voluntariedad no empece la transgresión del principio de 
igualdad ya que precisamente esta opción se otorga a unos sujetos y no a otros 
con rendimientos del mismo origen, sin que además tal discriminación se base 
en la capacidad económica. Por otro lado, este régimen, como también hemos 
visto, no supone sólo un método alternativo en la medición de un rendimiento 
sino una modificación más profunda del elemento objetivo y subjetivo del 
hecho imponible del impuesto. 
Por otro lado, el análisis de esta cuestión obliga a distinguir las violaciones 
del derecho a la igualdad ante la ley reconocido en el artículo 14 de la Consti-
tución, que quedaría a salvo con la opción, por parte del sujeto pasivo, de la tri-
butación mediante el régimen de estimación directa, y la trasgresión por una 
norma de la igualdad reconocida en el artículo 31.1 como principio inspirador 
del ordenamiento tributario. (36) 
Dicho en otros términos, el legislador ordinario no puede ofrecer como op-
ción un régimen jurídico contrario a los principios constitucionales ni cuya apli-
cación conduzca a un resultado contrario a los mismos. 
(35) LÓPEZ SÁNCHEZ, M." j.: "La estimación objetiva de bases en el nuevo Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas". Ob. cit., p. 9. 
(36) Sobre esta distinción, ver: MARTÍN QUERALT, j.: "Recurso de amparo en materia tributa-
ria. (Acotaciones al Auto del Tribunal Constitucional de 22 de febrero de 1993)", Palau 14, n.0 18, 
1992, p. 129 y SS. 
Pero, por si los argumentos hasta aquí expuestos no fueran suficientes, es 
necesario analizar con qué caracteres aparece esta voluntariedad en el Impues-
to sobre la Renta de las Personas Físicas. 
El artículo 49 de la Ley General Tributaria establece que "El régimen de esti-
mación objetiva singular se utilizará, con carácter voluntario, para los sujetos 
pasivos cuando lo determine la Ley propia de cada tributo" (37). Se trata de una 
norma de remisión a las leyes tributarias particulares, pero que configura el mé-
todo como voluntario en todo caso y por lo tanto alternativo al de la estimación 
directa. 
La evolución en la interpretación de este carácter voluntario por la normati-
va del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas ha sido oscilante. En un 
primer momento, el artículo 98 del Reglamento de 1981 entendía aceptado el 
sistema mientras no se hiciese uso de la renuncia. A partir del Real Decreto 
2.983/1983 el régimen sólo se aplicaba a solicitud del sujeto pasivo con una 
expresa mención a su carácter voluntario. El artículo 68 de la Ley de 1991 vuel-
ve a la situación originaria manteniendo la posibilidad de renuncia. 
Se muestra, claramente, una beligerancia del legislador hacia la estimación 
objetiva, corroborada, además, por el régimen jurídico de esta renuncia. 
La renuncia al régimen de estimación objetiva por signos, índices o módu-
los tiene las siguientes consecuencias: 
Primero, la renuncia al régimen de estimación objetiva determina la aplica-
ción de la estimación directa sin posibilidad de acogerse a la estimación objeti-
va por coeficientes. Situación claramente injusta si se considera que la exclu-
sión del sistema de signos, índices o módulos por rebasar los límites sí permite 
acogerse a la otra modalidad de estimación objetiva. (38) 
Esta situación traiciona la pretendida voluntad del legislador de ofrecer un 
régimen simplificado para la pequeña y mediana empresa a la que, en su 
caso, si no rebasa los límites de la estimación objetiva por coeficientes, se le 
debería ofrecer la alternativa entre los dos regímenes de estimación objetiva. 
Para empresarios que hasta el momento de su inclusión en el sistema de sig-
nos, índices y módulos, tributaban por el régimen de estimación objetiva por 
coeficientes, la tributación por la estimación directa se convierte en una espe-
cie de sanción encubierta por la renuncia, con el agravante de que empresas 
de mayores dimensiones -las que sobrepasen los límites de la estimación ob-
jetiva por signos, índices y módulos- sí puedan acogerse a la modalidad de 
coeficientes. 
(37) Sorprende que la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas modificara el 
artículo 47 de la Ley general Tributaria para eliminar el calificativo de singular y lo haya mantenido 
en el artículo 49 que establece su carácter voluntario. 
(38) Véanse el artículo 27.1 del Reglamento y artículo 3 de la Orden Ministerial de 25 de no-
viembre de 1993. 
Segundo, la renuncia al régimen es irrevocable en el plazo mínimo de tres 
años. Esta limitación no aparecía en la ley y tampoco se establece para la esti-
mación objetiva por coeficientes. (39) 
Tercero, la renuncia al régimen de estimación objetiva en esta modalidad 
determina asimismo la renuncia a la aplicación del régimen simplificado del 
IVA y a la inversa (art. 25 del Rgl.), lo que incrementa los deberes formales de 
los sujetos pasivos que renuncian a uno de estos regímenes con las mismas con-
secuencias que hemos visto en el primer punto. 
Cuarto, la renuncia determina también la imposibilidad de acogerse a la es-
timación objetiva para cualquier otra actividad empresarial o profesional del su-
jeto pasivo, mientras que en la modalidad de coeficientes no hay vinculación 
entre las actividades empresariales y profesionales (art. 24 del Rgl.). Esto es, se 
puede tributar en estimación directa en la actividad empresarial y en estimación 
objetiva por coeficientes en la actividad profesional. 
Quinto, por último la renuncia determina la aplicación preferente de los 
signos, índices o módulos en la aplicación de la estimación indirecta (art. 68 e) 
de la Ley). De tal manera que los signos, índices y módulos fijados por la Admi-
nistración se convierten no sólo en un método alternativo de estimación de la 
base imponible para pequeños y medianos empresarios sino en un método sub-
sidjario para el caso de renuncia al régimen e incumplimiento de las obligacio-
nes y deberes inherentes a la estimación directa. 
Existe, por tanto, una clara preferencia del legislador por la estimación obje-
tiva y dentro de ella por la de signos, índices y módulos, para las actividades a 
las que sea de aplicación. Si a todo ello unimos la amenaza implícita de una 
mayor actividad inspectora para los sujetos acogidos a la estimación directa, la 
eficacia del sistema parecería estar garantizada. 
Ello, no obstante, la simplicidad y comodidad para las pequeñas y media-
nas empresas que se predica del sistema, al igual que se hizo con el régimen 
simplificado del IV A, no deben de ser tantas si consideramos que en este último 
sistema se puede observar en la Memoria del Departamento de gestión tributa-
ria de la AEAT que el número de declarantes en el régimen simplificado ha se-
guido desde 1986 una tendencia decreciente opuesta a la del régimen ordina-
rio. (40) 
No es de extrañar que la estimación objetiva por signos, índices o módulos 
sufra la misma suerte, pero con el agravante de que el estricto régimen de re-
nuncia impida a estos contribuyentes acogerse a un sistema de estimación obje-
(39) Véanse artículo 68 de la Ley y 20.2 del Reglamento. 
(40) Según el cuadro resumen recogido por CABRERA FERNÁNDEZ, j. M.: Nuevo Impuesto 
sobre el Valor Añadido, CISS, Valencia, 1993, p. 260, el número de declarantes ha pasado en el ré-
gimen general de 1.431.000 en 1986 a 1.931.000 en 1990 mientras que en el régimen simplifica-
do en esos mismos años de 108.000 a 85.000. 
tiva como el de coeficientes que con sus posibles defectos -muchos menos que 
los de la otra modalidad- permita a estos contribuyentes tributar por un sistema 
de estimación directa simplificado como en el fondo es la modalidad de coefi-
cientes. Todo esto demuestra que no es la voluntad de simplificar las obligacio-
nes tributarias de estos sujetos lo que inspira el sistema, sino la facilidad de 
comprobación y el aumento de la recaudación. 
VIl. Conclusiones 
La Estimación objetiva de la base imponible por signos, índices y módulos 
en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas es inadecuada tanto desde 
el punto de vista del respeto a los principios constitucionales como desde la fi-
nalidad perseguida por el legislador. Esta conclusión se basa en las siguientes 
consideraciones: 
Respecto a los principios constitucionales, el régimen de estimación objeti-
va atenta contra el principio de reserva de ley en materia tributaria al regular el 
reglamento un elemento esencial del tributo y conculca, asimismo, la potestad 
reglamentaria establecida en la Constitución al otorgar al Ministro de Economía 
y Hacienda unas facultades que exceden la potestad reglamentaria derivada. 
El régimen jurídico establecido es también contrario al principio de capaci-
dad económica porque el gravamen no recae sobre la renta real obtenida por el 
contribuyente sino sobre una renta estimada atribuida por la Administración. Se 
produce una discordancia entre lo que realmente se grava y el índice de capaci-
dad económica que el tributo pretende gravar. 
Por último, se conculca también el principio de igualdad tributaria al esta-
blecer discriminaciones materiales y formales ante un mismo tributo sin que tal 
desigualdad esté basada en el principio de capacidad contributiva o en ningún 
otro principio constitucionalmente protegible. 
Desde el punto de vista de la dogmática tributaria, favorece la fragmenta-
ción del impuesto. La modificación de la base imponible produce una transfor-
mación del elemento subjetivo y del aspecto material del elemento objetivo del 
hecho imponible. El sujeto pasivo, en esta modalidad, no tributa por un rendi-
miento obtenido sino por un rendimiento atribuido en función del sector em-
presarial del que derive. De tal manera que el hecho imponible se convierte im-
plícitamente en el mero ejercicio de la actividad y la base imponible en una 
presunción de lo que se obtiene a través de la misma. 
Este sistema puede producir efectos negativos en su aplicación, ya que no 
estimula el cumplimiento de la obligación tributaria y de los deberes formales. 
En primer lugar, porque el cálculo del rendimiento se aleja de la propia lógica 
del empresario cuando cuantifica su beneficio, basado, por muy pequeña que 
sea la empresa, en la diferencia entre los ingresos y los gastos. Es más difícil de-
terminar adecuadamente los módulos, su proporcionalidad y sus variaciones. 
En segundo lugar, salvo que se considere que el contribuyente no va a ejercitar 
la opción de la renuncia, a los deberes formales de la estimación directa se aña-
dirá cada tres años el de la renuncia expresa, impidiendo además en este caso 
otro sistema más simplificado como el de la modalidad de coeficientes. 
No evita tampoco el fraude fiscal de la pequeña y mediana empresa. Es 
cierto que al no basar el sistema en la cifra de ventas ya no hay necesidad de 
ocultarlas y de no entregar factura, pero tampoco existirá ya ningún interés en 
soportar el IVA en las compras y en recibir las facturas, porque sea cual sea el 
nivel de gasto la tributación va a ser la misma. El fraude se puede, por tanto, 
trasladar a los proveedores de la pequeña y mediana empresa. 
Los signos, índices y módulos elegidos desincentivan la creación de empleo 
y la inversión porque a los gastos que tales situaciones crean en la empresa se 
añade la cuota fija que estos preponderantes módulos tienen en la determina-
ción del rendimiento. Convierte asimismo al impuesto en un coste fijo, sabido 
de antemano, que puede desestimular la creación de empresas que no saben 
cuál va a ser su beneficio real. 
Por último, si el sistema fracasa por el aumento de las renuncias corremos 
un doble peligro: la inexistencia de un sistema alternativo y simplificado o la 
vuelta a convenios con grupos de contribuyentes en la fijación de los módulos y 
de sus valoraciones. 
En mi opinión, se podrían tener en cuenta en la tributación de la pequeña y 
mediana empresa las siguientes opciones: 
En primer lugar, eliminación de la modalidad de estimación objetiva por 
signos, índices o módulos, o, en su caso, reducción al mínimo. En este segundo 
supuesto la regulación del sistema debería contenerse en una ley, con habilita-
ción expresa a la Ley de Presupuestos para la adecuación de las valoraciones 
asignadas a los módulos. 
La aplicación del método debe requerir la aceptación expresa por el contri-
buyente, manteniendo la posibilidad de optar por una u otra modalidad de esti-
mación objetiva. 
En segundo lugar, se debería otorgar un mayor protagonismo a los sistemas 
de estimación objetiva a "forfait" del tipo de la modalidad de coeficientes, esti-
mando exclusivamente de modo objetivo los gastos de difícil justificación tales 
como el cálculo de las amortizaciones y las provisiones, que viniera a compen-
sar una lista cerrada de gastos deducibles descritos con la suficiente claridad 
para ser fácilmente identificables y justificables por el empresario. 
En este caso, también la modalidad de coeficientes deber ser regulada por 
ley y debe precisar la aceptación expresa por el contribuyente. 
En tercer lugar, habría que poner el acento en el ámbito de los deberes for-
males, en los libros registro de ingresos y gastos y en la conservación de las fac-
turas. 
Por último, es necesario mejorar la gestión tributaria no a través de reformas 
normativas de los aspectos materiales del tributo sino de la propia reorganiza-
ción de la Administración tributaria. La informática, de la cual tantas ventajas se 
predican, debería ser un instrumento para la comprobación cruzada de las de-
claraciones como para la conexión con otros organismos públicos sometidos al 
deber de información. El gasto que para la Administración pueda suponer el au-
mento de los medios materiales y humanos dedicados a la información y ayuda 
al contribuyente y a la inspección tributaria puede ser compensado con un au-
mento de la recaudación y una disminución del fraude tributario sin pagar el 
precio de una menor justicia tributaria. 
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